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petición.
                                     ASUNTO
Asume la Sala el conocimiento de esta acción para resolver la impugnación interpuesta por la representante judicial de la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. en liquidación como entidad accionada, contra el fallo de 27 de mayo de 2010, mediante el cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira tuteló el derecho fundamental de petición invocado por la ciudadana Amanda Giraldo de Arias.
ANTECEDENTES

Expresó la actora que estuvo casada con el señor Luis Alberto Arias Trujillo, quien adquirió su derecho de pensión y ocurrido su fallecimiento el 7 de agosto de 2009, solicitó a Buenfuturo Patrimonio Autónomo, el reconocimiento de la pensión de sobreviviente mediante escrito que se recibió por el destinatario el 19 de octubre de 2009. Agrega que posteriormente envió otro escrito actualizando su domicilio y que luego formuló derecho de petición, para obtener respuesta.
Solicita que se le ampare su derecho a la pensión de sobreviviente y reitera que no ha recibido contestación a la petición que ha formulado en tal sentido.

SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Admita la demanda y transcurrido el término de traslado con el silencio de la entidad accionada, el Juez Constitucional al valorar la carga probatoria encontró que efectivamente se está vulnerando el derecho fundamental reclamado, por lo que luego de discurrir sobre el precedente constitucional establecido en la sentencia T-1234 de 2008 y el plan de acción respecto de Cajanal E.I.C.E. en liquidación, determinó procedente amparar la pretensión de la ciudadana Amanda Giraldo de Arias en lo atinente al derecho de petición.

En consecuencia, ordenó a la accionada que en un plazo de 10 días, emitiera el acto administrativo que resolviera de fondo la solicitud, para superar el quebranto de tal derecho.

IMPUGNACIÓN
Como lo ha manifestado en otras acciones idénticas, la Representante Jurídica de la empresa industrial y comercial del Estado accionada, al interponer la impugnación adujo que el Gobierno Nacional por decreto 2196 de 2009, ordenó la liquidación de la Caja Nacional de Previsión y se dispuso una evaluación administrativa que evidenció problemas de gestión que amenazan la prestación del servicio y fue así como se detectó un total de 44.420 peticiones sin resolver.

Que por lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia T-1234 de 2008 ya había declarado un estado de cosas inconstitucional, cuya argumentación trae para referir que la Caja presentó ante esa Corporación un plan de acción que fue aprobado.

Relaciona jurisprudencia relativa a la revocatoria de sanciones impuestas contra el representante legal de la entidad, con ocasión de los incidentes cuya aplicación solicita para que se abrogue el fallo objeto del recurso.

CONSIDERACIONES

Esta Colegiatura debe, como primera medida, definir si la impugnación fue interpuesta dentro del término legal, porque en caso de extemporaneidad no tendría la magistratura competencia para asumir el conocimiento en este grado de jurisdicción.  

En otros términos, como el fallo de primera instancia fue censurado por la entidad accionada, en atención a las disposiciones que rigen la materia es necesario que este Tribunal examine las condiciones de procedibilidad del referido recurso.

En relación con la apelación del fallo de tutela,  el artículo 31 del decreto 2591 de 1991 dispone: “Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato”. 

A su vez el artículo 30 del mismo Decreto establece: “El fallo se notificará por telegrama o por otro medio expedito que asegure  su cumplimiento, a más tardar al día siguiente de haber sido proferido”.
 

De acuerdo con lo prescrito en el artículo 4º del Decreto 306 de 1992, para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil. A su vez, el inciso 2º del artículo 5º del mencionado Decreto dispone que en materia de fallos de tutela la notificación debe asegurar la eficacia de la misma y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa.

El artículo 331 del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión normativa
  establece: “Las  providencias  quedan ejecutoriadas y son firmes tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los recursos”. 

En el presente caso se concluye lo siguiente, al observar las actuaciones cumplidas para efectos de notificar la sentencia:

1. La decisión de primera instancia fue proferida el 27 de mayo del presente año (fls. 14 y siguientes)

2. A  la Representante del Ministerio Público se le notificó el 31 de marzo siguiente (fl. 22)

3. A la accionante le aparece notificación personal, pero sin fecha (fl. 22).

4. Mediante despacho comisorio se notificó en forma personal al represente legal de la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. en liquidación el 1º de julio de este año (fl. 28).

5. La apoderada  de Cajanal E.I.C.E en liquidación, remitió escrito de impugnación recibido en el juzgado 6º Penal del Circuito el 12 de julio de 2010, según manuscrito al margen que se observa al folio 29.

Es importante precisar que la disposición contempla que el auto o la sentencia se debe notificar personalmente antes de la fijación del estado o del edicto, que son formas fictas o presuntas para entender efectuada la notificación que no ha podido hacerse personalmente a cualquiera de las partes. También es necesario destacar la perentoriedad de recurrir dentro del término de ejecutoria, que serán los tres días siguientes a cuando se surtió la notificación personal del auto o la sentencia, de manera que si la providencia se notifica por estado o por edicto, bien claro debe quedar que la ocasión para que ejerzan el derecho de impugnación dentro de los tres días posteriores a la notificación ficta, es únicamente para quienes  no fueron enterados en forma personal
. 

Quiere significar lo hasta ahora consignado, que de conformidad con las normas que disciplinan el procedimiento civil, al cual se debe acudir por vía de remisión para el trámite de la acción prevista en la regla 86 Constitucional, el término para  impugnar se controla de manera individual para los sujetos procesales y se cuenta a partir del día en que cada uno ha recibido la notificación personal.

Del examen efectuado a las presentes diligencias, se advierte que la representante judicial de Cajanal E.I.C.E en Liquidación fue notificada debidamente de la decisión el 1º de julio pasado tal como lo evidencia el folio 28 del informativo, de suerte que debió recurrirla dentro de los tres días hábiles siguientes a esa fecha (2, 6 y 7 de julio), y como quiera que la impugnación se recibió el 12 del mismo mes, según constancia secretarial que aparece a folio 29, el recurso fue interpuesto extemporáneamente, y por ende el señor juez ha debido negar su trámite y ordenar la remisión del expediente ante la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Se hace necesario para la Corporación hacer un llamado de atención al juzgado de conocimiento, para que sea diligente al momento de efectuar las notificaciones personales, toda vez que no se deja expresa constancia de la fecha en que se realizó, lo cual es determinante para el cómputo de los términos de ejecutoria. Así mismo, se requiere de las constancias de ejecutoria, toda vez esta es material y no formal.

Lo anterior, por cuanto en el caso en comento no figura la fecha de notificación personal de la sentencia a la accionante. Por suerte esta omisión no aparece en relación con la aquí impugnante ya que se hizo a través de comisionado, pero de todas maneras se omitió dejar expresa constancia secretarial de la fecha en que se recibió el recurso.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: abstenerse de desatar la impugnación interpuesta por la apoderada judicial de la Caja Nacional de Previsión Social Cajanal E.I.C.E. en liquidación contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal de Circuito de Pereira.

Segundo: Remitir copia del presente auto al Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad para los fines pertinentes. 

Tercero: Enviar el expediente ante la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LOPEZ
Magistrado
 


        
Secretario

� Al respecto en sentencia SU 195 de 2008, la H. Corte Constitucional expresó “…esta disposición permite la notificación surtida por correo o por fax. No es necesario, por tanto, que las notificaciones dentro del trámite de la acción de tutela, se surtan de manera personal; bien pueden hacerse por correo certificado, existiendo certeza sobre tal notificación, si la comunicación no es devuelta por el servicio de correos…” 


� Artículo 4º Decreto 306 de 1992, para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela, se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en todo aquello que no sean contrarios a dicho decreto.


� Sobre el particular se puede consultar a Hernán Fabio López Blanco. Instituciones de derecho procesal civil. Dupre Editores. Bogota 2005. P. P. 764.
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